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En primer lugar, quiero agradecer a Yamandú Acosta y a los organizadores, la invitación y el desafío de pensar. Por que como dice Lévi Strauss, las ideas como las mujeres en las sociedades primitivas, son bienes escasos. 

La pretensión del hombre actual es constituirse en un ciudadano responsable y participativo, el problema es ¿como realizar esta promesa en una región que estuvo inmersa durante muchos años en un proceso de democratización con ajuste?. La principal preocupación pero también la dificultad de nuestros países es el proceso de resignificación de los derechos humanos y de la ciudadanía, esto quiere decir, no sólo, cómo responder a la demanda de una “vida buena” sino, de manera menos elevada, el establecimiento de límites a la creciente expulsión de hombres y mujeres que divide y polariza cada vez más a los sujetos sociales en: incluidos y excluidos.

Al hablar del concepto de ciudadanía estamos haciendo alusión a una práctica conflictiva relacionada con el poder, que refleja “quienes podrán decir qué” en el proceso de definir cuales son los problemas comunes y como deberán ser abordados. Es en este sentido que tanto la ciudadanía como los derechos están en proceso de constante construcción y cambio. 

La transformación del modelo de desarrollo a partir del consenso de Washington ha provocado cambios en la estructura social que ha desestabilizado la integración social y las formas de socialización, rompiendo así el entramado social constitutivo de nuestras identidades. Las sociedades del área sur se habían construido de una manera bastante homogénea, con sectores organizados de clase media, con una ciudadanía de derechos amplios, sin embargo en un lapso de tiempo relativamente corto se destruyó este modelo, lo que tuvo como resultado: precarización en el trabajo, debilitamiento del estado en áreas claves de la política social, pérdida de calidad educativa de los más pobres y la dificultad de la escuela para vincular a los jóvenes con el empleo. 

La sociedad se fragmenta y aparecen áreas de disconformidad debilitándose los lazos sociales que eran el soporte del individuo, esto se ve a nivel de: a) su trabajo, b) su relación con el Estado y la construcción de su ciudadanía, c) su familia y las relaciones interpersonales. Ante esta crisis, las instituciones han dado respuestas parciales a la exclusión de los individuos en el sistema, encontrando: 1) Leyes y normas que no se adaptan a nuestra situación, aumentando las leyes sobre todo penales sin éxito 2) una creciente economía en negro, 3) difíciles controles públicos. 

Para poner un ejemplo sobre la pérdida en la calidad de vida, observemos nuestro país en lo que refiere a salud, educación y política: si bien la cobertura en la salud existe, en los hospitales faltan insumos, si bien los niños van a la escuela, es un hecho que la enseñanza se deteriora, y muchos políticos siguen pensando sólo en plazos electorales sin dar respuestas estructurales y sustentables a largo plazo. 

La razón humana, dice Arent, sólo puede provenir  del hombre  si este puede hacer uso público de ella, si es libre como hombre y como ciudadano, sin tutelaje. Se trata de: “el derecho a tener derecho” porque ¿qué es constituirnos como ciudadanos sino la posibilidad de acrecentar nuestra acción, nuestro debate, nuestra legitimidad?
. 

El ciudadano deja de ser un mero receptáculo de los derechos promovidos por el estado para transformarse en un sujeto de derecho que busca participar en ámbitos de ‘empoderamiento’, que va definiendo según su capacidad de gestión y según como evalúa el ámbito más rico y más propicio para las demandas que intenta gestionar. No deja de ser interesante analizar, desde esta perspectiva, expresiones de ciudadanía directa como las experiencias recientes del movimiento piquetero en Argentina o el referéndum por ANCAP en Uruguay.

Al no contar con poderes últimos, ni con un gran juez, no hay autoridad por encima de la sociedad, la justicia queda anclada a un espacio público de debate, donde la participación se constituye en un derecho y un deber, abriendo una discusión nodal en nuestros días. La idea republicana de ciudadanía reaparece pero no en el espacio exclusivo de la participación política, sino en una gran variedad de prácticas culturales donde la diversificación y la fragmentación se conjugan en términos iguales. 

A pesar de la creciente colonización del espacio público, es en este espacio que se encuentra la posibilidad de lucha y resistencia contra las discriminaciones y las opresiones. Sin duda, que los ámbitos de movilización y rebeldía pueden variar, en ese sentido el caso argentino es paradigmático: las calles, los piqueteros, las ocupaciones de fábricas, los reclamos en provincias que son feudos familiares, pero que  reivindican el “derecho a tener derecho”, exigen el debate público del contenido de normas y leyes. No se ignora la contingencia de las creencias y los valores, pero es necesario encontrar las formas de ejercer plenamente los impulsos morales y los compromisos éticos políticos.

Este grito del sufrimiento, pide ampliar la base de la solidaridad, expandir los ámbitos de acción política y responsable, al mismo tiempo que como dice Bauman, se necesita ampliar la tolerancia, la autonomía y la diferencia, “dar voz a los excluidos”
. 

Las políticas contra la discriminación de la diferencia, que autores como Habermas llamaron como “la inclusión del otro”, significa reconocer al sujeto social, no minimizándolo, ni negando su universo simbólico con el fin de disciplinarlos. Porque, sin duda, la forma que los gobiernos han realizado esta tarea, ha sido la recurrente invisibilización de las diferencias (Hopenhayn), donde el mecanismo de la negación apunta a destruir identidades sociales, económicas y culturales. 

Construir un ciudadano responsable implica deberes, significa incluir un compromiso cívico en la participación activa no sólo en el proceso público, sino también en los aspectos simbólicos y éticos anclados en la subjetividad que confiere identidad y sentido de pertenencia a una colectividad: “sentido de comunidad”. 

No podemos dejar de señalar en la búsqueda de esta construcción de un ciudadano responsable, la referencia al Estado con sus instituciones jurídicas y de derecho; sin dejar de advertir la enorme deuda que los Estados latinoamericanos tienen con sus ciudadanos, por haber sido ajenos a la ciudadanía, siendo cómplices de actores autoritarios que lo utilizaron espuriamente. 

El desafío consiste en encontrar la forma de realizar la transformación de las instituciones; para que “cambien de dueño” opina Jelin. Para ello es necesario replantear los requisitos de gobernabilidad y representación, por un lado, y la participación y control ciudadano por el otro, lo que muchas veces han sido visto como contradictorios: frases como “el exceso de demandas” debilita la democracia, o “los representante han sido elegidos para gobernar”, la famosa democracia delegativa de la cual habla Nun
 es parte constitutiva de los discursos autoritarios, aún en democracia. 

Sabemos que es necesario institucionalizar formas de participación y control de la ciudadanía, sino las nuevas y débiles democracias dejaran de serlo rápidamente.  Dicho proceso de democratización implica un doble camino: primero, la reconstrucción de las instituciones del Estado, la justicia y el parlamento; segundo, la transformación de la sociedad civil. Todo esto significa desmontar formas antidemocráticas del ejercicio del poder, replantearse la actual distribución del poder, reconocer los derechos humanos  y dar legitimidad a los actores sociales. 

Como ciudadanos, debemos adoptar comportamientos y creencias democráticas: demandar, empujar y promover cambios, aprendiendo a construir la ciudadanía. Solo así se logrará el fortalecimiento de una cultura participativa. Sin duda, los patrones culturales y sociales son históricos, por lo que se transforman y cambian en el largo plazo, porque no hay patrones culturales tradicionales que puedan ser preservados estáticamente ante procesos dinámicos de cambio. Al hablar de ciudadanía nos referimos a actividades y procesos en permanente cambio y movimiento, por lo que se debe comprender los cambios en formas y procesos culturales. Por eso, los modos de participación cambian, toman aspectos diversos y deberán de encontrar formas creativas. El fortalecimiento de la cultura de la ciudadanía es de suprema necesidad, el acceso y la participación entre ciudadanía e instituciones representa aún un desafío. 

Centrarnos en las formas de participación ciudadana, no significa desconocer diagnósticos, pero tampoco aceptar imposiciones de lo considerado ‘recomendaciones profesionales’, dado que la historia de Latinoamérica está plagada de inútiles ejemplos de ‘saberes’, asistencialismos y paternalismos. 

Promover el compromiso y la participación conlleva nuevas prácticas, nuevas modalidades de discusión y resolución de los conflictos ¿Cómo enmarcar esta discusión cuando las cifras que en nuestros países son apabullantes?. En Uruguay, tenemos una desocupación entre el 2003 y 2004 de 14,2%, la línea de pobreza incluye el 15,3% de los hogares y un 23,7 de las personas. Recordemos que en 1998, los hogares por debajo de la línea de la pobreza eran del 10,5% y alcanzaba al 16,7% de la población. Esto quiere decir que en 5 años la cifra de pobres aumentó un 50%. Esto afecta en especial a la población más joven y a los niños. En Argentina el panorama es peor: a octubre del 2002 los pobres indigentes eran el 27,5% o sea 6.627. 000 personas, de las cuales 1.334.000 (el 41,2%) tenía entre 0 y 14 años.  En el Gran Buenos Aires, los pobres indigentes en 1988 correspondían a un 5.5%, mientras que para marzo de 2003 conforman un 16,3%, o sea se multiplicaron por tres.

Ante estas cifras, nos volvemos a preguntar cómo construir un ciudadano responsable y participativo en nuestra realidad, en este “umbral de humanidad”, con esta condición humana de la que nos habla Arendt. Contestamos desde su pensamiento que es incluir al otro y esto sucede cuando ese “otro” construye un lugar en el mundo, un espacio público, donde se “tornan significativas sus opiniones y efectivas sus creencias”. El hombre puede perder todos sus Derechos, sin perder su cualidad humana esencial: “la dignidad”. “Sólo la pérdida de la comunidad política, como sujeto, lo aleja de la humanidad”
. 

Este enfoque llevado a nuestra región busca el reconocimiento de los actores sociales y políticas públicas enfocadas a la inclusión de todos en un proyecto de democracia “real”. No negamos la tensión existente en su seno: por un lado, promover y acentuar la diversidad cultural, el pluralismo de los valores, las reivindicaciones de mayor autonomía del sujeto, sin que esto signifique acentuar las diferencias y las desigualdades existentes. Por otro lado, al hablar de inclusión del otro, no se trata de homogeneizar la sociedad en base a la construcción de un discurso autoritario y la concentración del poder político, no se deberá caer en una uniformización de los gestos, de las pautas culturales y estilos de vida. Intentar resolver esta constante tensión, es tratar de resolver ese frágil equilibrio entre participación de todos y responsabilidad social del Estado, más claramente aún la lucha entre la hegemonía y la apuesta por la democracia cultural y social. 

Por eso, al hablar del aumento de la violencia y las políticas para paliarla, tendremos que ser sumamente cuidadosos para buscar soluciones posibles y justas. Es desde el problema de la exclusión social que se deberán comprender dichos fenómenos. Sin duda, la violencia existe más que nunca en nuestra sociedad y en los grupos más empobrecidos, pero a la hora de ‘buscar culpables’ será necesario analizar el sistema ‘generador de violencia’ en su totalidad, lo que nos permitirá encontrar las raíces y posibles soluciones profundas. De lo contrario, las nuevas políticas de ‘seguridad y control’ podrán desvirtuarse señalando, reprimiendo y culpabilizando a las víctimas, perpetuando las contradicciones sistemáticas que generan la violencia social. 

Los nuevos actores sociales deben ser entendidos en un contexto de “malestar frente al espectáculo de las enormes desigualdades, tan desproporcionadas como injustificadas, entre ricos y pobres, entre quien está arriba y quien está abajo en la escala social, entre quien tiene el poder, es decir, la capacidad para determinar el comportamiento de los demás, tanto en la esfera económica como en la política e ideológica, y quien no lo tiene”.
 

Los excluidos no se constituyen en sujetos sociales pasivos, resisten, protestan, sus energías y esfuerzos se dirigen a formas de integración: reclaman trabajo y dignidad, reclaman pertenencia e identidad, una ciudadanía cultural, una identidad colectiva. Están en su derecho, es su responsabilidad, es la responsabilidad del resto de la sociedad civil y del Estado, integrarlos y hacerlos participantes de la condición humana.
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